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I. Dificultades para la  adopción de una  política migratoria común  
Los avances de la humanidad (vgr. tecnológicos, económicos, sociales, culturales) 
siempre han impactado en el mundo. Es el caso de la creciente globalización, que ha 
producido que el “Regionalismo”, como instrumento al que acudieron los Estados 
como un modo de enfrentar los nuevos retos derivados -entre otros avances 
humanitarios- de la interconexión, deba afrontar nuevos desafíos, entre los cuales se 
advierte la necesidad de repensar maneras que logren conducirlo al éxito. 
Dentro del “regionalismo” sudamericano cabe centrar la atención en el MERCOSUR, 
para cuyo funcionamiento exitoso resulta imprescindible la consecución de la libre 
circulación del factor humano. Consecuentemente aparece necesaria la adopción de 
una política migratoria común entre los Estados integrantes del MERCOSUR. 
Es en este punto donde aparecen las dificultades, pues sus países miembros poseen 
necesidades dispares que obedecen a las diversas características de cada uno de 
ellos (vgr. extensión territorial, composición social, idioma). 
A dichas dificultades habrá de sumarse aquellas que trajeron aparejadas los episodios 
ocurridos en Estados Unidos el 11 de septiembre de 2001 “11S”. A partir de ese 
momento el mundo entero comienza a asociar la seguridad al desplazamiento de la 
población (migración). 
Los múltiples –cada vez más frecuentes- episodios terroristas3 que se vienen 
desarrollando impactan negativamente en la posibilidad de integración, toda vez que 
                                                             
 Trabajo presentado en el marco del IV Simposio de Regionalismo Sudamericano: sus 
desafíos en el contexto internacional en el siglo XXI. Realizado en el Instituto de Integración 
Latinoamericana, Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales Universidad Nacional de la Plata, 
los días 21 y 22 de septiembre de 2017.  
3 El atentado a las Torres Gemelas en New York, el golpe en Atocha en Madrid en 2004, son solo un par 
de episodios terroristas que impactaron en la política migratoria. Lo ocurrido en Atocha trajo como 
consecuencia el Tratado de Prum (Schengen III) suscripto el 27/05/05, que si bien fue concebido para 
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esta requiere movilidad del factor humano y el terrorismo atenta contra ella. El 
incremento de las medidas de seguridad tendientes a controlar el ingreso de personas 
en los países, las discriminaciones que dichas políticas conllevan unidas a la negativa 
de los Estados a mitigar la idea de soberanía nacional aparecen como factores 
exógenos muy difíciles de superar en las circunstancias que rodean el mundo actual. 
Si a todas estas dificultades sumamos la creciente importancia y preponderancia de 
los Derechos Humanos en el mundo, nos encontramos con que las posibilidades de 
fijar una política migratoria común y, consecuentemente, la conquista de la libre 
circulación del factor humano, se alejan aún más. Ello así puesto que los derechos 
laborales de los trabajadores se encuentran alcanzados por los Derechos Humanos4.  
Es que de ambos factores exógenos (terrorismo y preponderancia de los Derechos 
Humanos) se desprenden obstáculos a la libre circulación de personas. Del terrorismo 
por cuanto si no nacen cuanto menos se incrementan los prejuicios en contra de los 
inmigrantes, y la protección de los derechos laborales -gracias a la preponderancia de 
los Derechos Humanos,- genera situaciones de ilegalidad (vgr. inmigrantes que 
trabajan “en negro”). 
El éxito del MERCOSUR se encuentra entonces en una encrucijada, puesto que 
mientras el mundo exige y demanda mayores medidas de seguridad que permitan 
dificultar las acciones terroristas al mismo tiempo que la humanidad reclama mayor 
protección de sus Derechos, la integración clama por mayores libertades: de 
circulación de personas, de capitales, de mercancías y de servicios. 
Mas en el campo de la integración y específicamente dentro del MERCOSUR no todo 
es “dificultades”, pues también coexisten, frente a estas, factores que facilitan la 
profundización y avance de la integración. Entre ellos se destacan el idioma, la 
historia, las raíces culturales, la religión, la continuidad geográfica. Elementos 
comunes cuya presencia motorizó el comienzo del proceso integrador. 
La fijación de una política migratoria común aparece como la herramienta capaz de 
dominar no solo la inmigración irregular, sino también como la posibilidad de “ordenar” 
la migración. 
                                                                                                                                                                                  
luchar contra el terrorismo, concede gran relevancia a la lucha contra la inmigración ilegal, a través del 
refuerzo de la cooperación transfronteriza. 
4 Ver al respecto el trabajo de Avendaño Murillo, 2014. 
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La celebración de Acuerdos sobre residencia entre los Estados parte e incluso entre 
estos y los Estados asociados, si bien fortalecen la integración y facilitan la libre 
circulación de personas, al conferir derechos a los ciudadanos del MERCOSUR a 
obtener la residencia legal en el territorio de otro Estado parte a través de la 
conversión de la residencia temporaria conjuntamente con el otorgamiento de una 
serie de derechos5, no resultan suficientes para tener por conformada y establecida 
una política migratoria común pues, en relación a lo expresado en el párrafo anterior, 
sólo permite mitigar la inmigración irregular mas no conlleva una “migración ordenada” 
y “responsable”.  
Ello así en razón de que son los Estados, en ejercicio de su soberanía nacional -
concepto este último que lejos de verse mitigado se ve cada vez más fortalecido 
fundamentalmente por las circunstancias actuales que imperan en el mundo-, quienes 
poseen la atribución de fijar y establecer las condiciones que aplicarán frente a los 
extranjeros para permitir o no su ingreso y/o permanencia. En definitiva, cada Estado 
miembro tiene su propia política migratoria6, situación que desplaza la existencia de 
una política migratoria común, aspecto sobre el que deberán trabajar los Estados parte 
a través de los distintos órganos del MERCOSUR. 
En este último sentido –el de trabajar para alcanzar la fijación de una política 
migratoria común- cobra relevancia la Declaración de Santiago sobre Principios 
Migratorios suscripta en Mayo de 2004 en la que los Estados Miembros reafirmaron 
compromisos de protección internacional a refugiados, acordaron requerir a países 
extrabloques el otorgamiento de un trato justo a inmigrantes de nuestra región, 
resaltaron la importancia de utilizar mecanismos de coordinación y cooperación entre 
organismos migratorios con énfasis en el intercambio de información y decidieron 
fortalecer las iniciativas en curso tendientes a regularizar los flujos migratorios entre 
los países de la región. 
Si bien el camino allí emprendido pareciera ir en el sentido correcto al dar inicio a la 
posibilidad para el MERCOSUR de fijar una política migratoria común, aún resta la 
realización de grandes esfuerzos por parte de los países miembros y la deposición de 
actitudes egoístas y discriminatorias, donde el mayor sacrificio deberá provenir de la 
                                                             
5 Igualdad de derechos civiles y sociales; derecho a trabajar; a peticionar; a entrar y salir del país; en el 
aspecto laboral derecho a obtener un trato no menos favorable al que reciben los nacionales del país de 
recepción principalmente en lo que hace a salarios, seguro social y condiciones laborales. 
6 Argentina mediante la Ley Nº 25.871, Paraguay mediante Ley Nº 978/96. 
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mitigación de la soberanía nacional lo que, de momento, no parece pueda producirse 
pues conllevaría un gran renunciamiento por parte de los Estados parte incompatible 
con las políticas en materia de seguridad imperantes en el mundo y exigibles por la 
comunidad mundial. 
 
II. La experiencia de la Unión Europea. Factores conducentes  
Ante todo lo expuesto, cabe preguntarse cuál ha sido el camino seguido en el viejo 
continente en materia de libre circulación de personas. ¿Han logrado avanzar en la 
fijación de una política migratoria común? 
Diversos factores han sido tenidos en cuenta: 
 En primer lugar, corresponde destacar que en la Unión Europea, desde sus 
comienzos advirtieron que la política migratoria es una cuestión netamente 
vinculada a la soberanía nacional de cada Estado, notando que su fijación 
requiere flexibilidad, generándose allí un ámbito propicio para operar a través 
de mecanismos que permitan la consecución de lo que se ha denominado 
“integración diferenciada”7. Que dicha integración diferenciada tenga lugar 
puede obedecer o bien a razones temporales: un Estado miembro carece de 
capacidad actual para integrarse en esa política comunitaria pero se 
compromete a hacerlo en el futuro, lo cual permite su exclusión temporal; o 
bien puede tener lugar por cuestiones de espacio: cuando uno o más Estados 
no desean integrarse en una política comunitaria se abre la puerta a la 
existencia de una “sub unión europea”, en definitiva la integración gradual 
permite que no todos los países miembros participen de todas las políticas 
adoptadas por el conjunto de países simultáneamente, esquivando, eludiendo 
el problema relacionado con la soberanía nacional.Al mismo tiempo tuvieron 
presente que la admisión de nacionales de terceros países se encontraba 
atada a las necesidades del mercado laboral. Si bien en la Unión existe un 
problema de tipo demográfico vinculado al envejecimiento de su población (en 
los próximos años se perderán millones de trabajadores) existe una tendencia 
a proteger la mano de obra nacional, que deberá ser revisada prontamente: “La 
UE se enfrenta asimismo a una serie de retos económicos y demográficos a 
                                                             
7 “…la “integración diferenciada”, “graduada” o “escalonada” es la posibilidad de que algunos Estados 
miembros utilicen las instituciones, procedimientos y mecanismo de la Unión para dotarse de un sistema 
normativo aplicable solo a ellos (como la Unión Económica Monetaria).” Barrera Perea. 
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largo plazo. Su población envejece y su economía depende cada vez más de 
empleos altamente cualificados. Además, sin la inmigración, la población en 
edad de trabajar en la UE disminuirá en 17,5 millones de personas en la 
próxima década. La migración constituirá pues un factor cada vez más 
importante para asegurar la sostenibilidad de nuestro sistema de prestaciones 
sociales y para garantizar un crecimiento sostenible de la economía de la 
UE.”8También notaron que hay asuntos que no pueden abordarse 
aisladamente: crisis económica financiera, olas migratorias, crisis de 
refugiados, seguridad de las fronteras: terrorismo. Los Estados incluso han 
acudido a la celebración de acuerdos bilaterales migratorios vinculados al 
empleo: ejemplo España-Colombia; España-Ecuador; España-Rumania, entre 
otros, pues advierten que la presión migratoria continuará y es preferible una 
inmigración ordenada y responsable que aporte beneficios a Europa, a los 
propios emigrantes y a sus países de origen. 
La realidad indica que la población de la Unión Europea puede dividirse en al menos 
cuatro clases o grupos según la situación jurídica que el ordenamiento jurídico les 
confiere: 
a) ciudadanos comunitarios: titulares de todos los derechos; 
 b) nacionales de Estados con los que se han suscripto acuerdos preferenciales 
(por ej. medidas para la circulación de trabajadores); 
 c) inmigrantes que aun proviniendo de terceros países regularizaron su 
situación (derechos restringidos supeditados a que mantengan su condición de 
trabajadores); 
 d) inmigrantes carentes de permiso y en situación precaria. 
 
2.1. Antecedentes mediatos 
Tal realidad encuentra su razón de ser en la gran extensión territorial de la Unión 
Europea, y si bien existe gran distancia con lo ocurrido en la Antigua Roma, la 
situación generada a raíz de la falta de completitud de la política migratoria, nos 
recordó lo que allí ocurrió de la mano de la expansión territorial del Derecho Romano9, 
                                                             
8 COMISION EUROPEA 13/05/2015: Comunicación de la Comisión al Parlamento Europeo, al Consejo, al 
Comité Económico y Social Europeo y al Comité de las Regiones: Una agenda Europea de Migración, p. 
17. 
9 “El territorio ciudadano se halla distribuido, bajo la Republica, en 35 tribus -4 urbanas y 31 rusticas-. 
Después de la Guerra Social –siglo I a. de C.-, cuando los itálicos, no obstante ser vencidos, alcanzan la 
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el que sólo otorgaba el derecho de ser sujeto de derecho a aquellos que gozaran del 
“status civitatis”, es decir, que tuvieran un determinado vínculo jurídico con una 
determinada sociedad política.  
En efecto, desde el punto de vista del denominado “status civitatis”10 las personas 
podían ser “ciudadanos romanos”, “latinos” o “peregrinos”, y según su condición los 
alcances de los derechos que el ordenamiento jurídico les confería, así los ciudadanos 
romanos contaban con el ius suffragii, derecho de voto en Asambleas: ius honorum, 
derecho de acceso a los cargos públicos; ius comercium, derecho de adquirir y 
trasmitir la propiedad; ius conubium, derecho a contraer justas nupcias; ius actionis, 
derecho de actuar en el proceso civil y testamenti factio, capacidad hereditaria. El 
ciudadano romano era el único que podía invocar el ius quiritium, mientras que todos 
los demás eran contemplados según los vínculos de relación con Roma. Los latinos 
(veteres, coloniari o iuniani) poseían el ius comercium, el conubium, la testamentifactio 
y el derecho a voto; y los peregrinos, civitatis y dediticios, los primeros pertenecen a 
una ciudad a la que Roma le respetó su existencia de modo que conservan sus leyes y 
su organización política. Su situación se regula o por el foedus –pacto, tratado11- o por 
la lex civitatuis; mientras que los segundos son aquellos que se rindieron ante Roma 
sin condiciones, siendo privados de sus estatutos locales y teniendo prohibido habitar 
en un radio inferior a las 100 millas de Roma.   
Sin embargo, en Roma la autoridad que fijaba cuáles eran los derechos de cada clase 
era una: el Derecho Romano pues disponía si se regían por su propio derecho, es 
decir, si se les respetaban las normas que traían de su origen -o no- en la Unión 
Europea si bien es esta -a través de sus órganos- quien lo dispone, en ellos 
encuentran representación los Estados, que deben acordar. De modo que la soberanía 
nacional se ve acotada/morigerada y la adopción de una norma -y la consecuente 
política común- debe ser acordada entre distintos soberanos.   
 
2.2. Antecedentes inmediatos 
 
                                                                                                                                                                                  
ciudadanía y son incorporados a dichas tribus, Roma es Italia, constituyendo la más grande civitas que 
conocieron los tiempos antiguos. Fuera del territorio ciudadano –del de las 35 tribus-, no ha más que 
territorio peregrino. Las conquistas transmarinas y transalpinas convierten el territorio peregrino en ager 
romanus, pero sus habitantes siguen siendo no ciudadanos –peregrini-.” (Iglesias, 1999, 85). 
10 La situación frente a ese juntamente con los  estados de libertad y de familia determinaban la capacidad 
de los sujetos de derecho. 
11 Para un estudio más profundo sobre los acuerdos que celebraba Roma con los pueblos puede 
consultarse la obra de Dieter Norr. 
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Volviendo a lo ocurrido en la Unión, hubo algunos intentos para abordar la cuestión: 
Mediante la Decisión 85/381 se estableció el procedimiento de comunicación previa y 
concertación sobre políticas migratorias respecto de terceros países. Se fijaron 
obligaciones para los Estados miembros de informar a la Comisión. Si bien la norma 
fue anulada por el Superior Tribunal de Justicia de la Comunidad Europea12, lo cierto 
es que  afirmó la existencia de una competencia potencial de dicha Comunidad en 
materia migratoria, con apoyo en el artículo 11813 del Tratado Constitutivo de la 
Comunidad Europea. El Tribunal entendió que como las políticas migratorias influían 
en el mercado laboral, era necesaria su concertación en el entendimiento que esta 
cuestión incidía en el ámbito social regulado en dicho precepto. De allí que la 
Comisión tuviera competencia para regular procedimientos para crear mecanismos de 
coordinación en las cuestiones sociales relacionadas con el trabajo de los emigrantes. 
La supresión técnica de las fronteras interiores a partir de la consecución del 
mercado interior […] motivó una preocupación por el establecimiento de 
garantías en el espacio interior que entrañó una incipiente política comunitaria de 
extranjería independiente de las políticas migratorias de los Estados miembros 
[…] la Comisión era consciente de que se trataba de una materia que afectaba 
tanto a la Comunidad como a los Estados individualmente considerados que 
seguían conservando competencias para adoptar las medidas que tuvieren por 
conveniente en el contorno migratorio. (Fernández Rozas, 2005, p. 227). 
Del referido intento a través de la Decisión 85/831 y de lo resuelto por el Tribunal, se 
desprende una cuestión, que si bien pretende pasar inadvertida y aparece secundaria, 
en realidad reviste mayor importancia. Pues la posibilidad de discusión de una política 
migratoria común requiere de un paso anterior, esto es, despejar el interrogante 
atinente a la existencia de competencia en cabeza de la Unión para establecer dicha 
política.  
                                                             
12 STJCE 9/07/1987 “Alemania y otros/Comisión” 
13 “Artículo 118: 1. Para la consecución de los objetivos del artículo 117, la Comunidad apoyará y 
completará la acción de los Estados miembros en los siguientes ámbitos:  
— la mejora, en concreto, del entorno de trabajo, para proteger la salud y la seguridad 
de los trabajadores; 
— las condiciones de trabajo; 
— la información y la consulta a los trabajadores; 
— la integración de las personas excluidas del mercado laboral, sin perjuicio de las  disposiciones del 
artículo 127; 
— la igualdad entre hombres y mujeres por lo que respecta a las oportunidades en el mercado laboral y al 
trato en el trabajo…”. 
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Advertimos en la sentencia la utilización de uno de los criterios existentes para atribuir 
competencias14, en el caso, aquel según el cual, la competencia (de un órgano) no 
solo abarca aquello que expresamente le ha sido conferido, sino también todo aquello 
que va implícito en lo expreso. En materia de competencia para dictar normas 
tendientes a establecer una política migratoria común podría afirmarse entonces que si 
la Comunidad posee competencia para regular, desde el punto de vista social, el 
empleo, y la inmigración es un factor que incide en el mercado laboral, entonces 
implícitamente posee competencia para fijar una política migratoria común, o cuanto 
menos a establecer una política migratoria común respecto del trabajo de los 
migrantes.  
Fácil es advertir la complejidad de la cuestión, sumado a ello la diversidad de 
posiciones de los Estados miembros frente al fenómeno migratorio, que generó la 
actuación de algunos de ellos al margen de las instituciones comunitarias a través de 
la celebración de Tratados Internacionales.  
 
III. Cooperación reforzada 
Para evitar la actuación por fuera de las instituciones de la Unión, y porque fijar la 
política migratoria requiere flexibilidad, cabe analizar el mecanismo de la “Cooperación 
Reforzada”, con el objetivo de tratar de vislumbrar sino una posible solución al 
problema a través de su utilización cuanto menos una salida que permita un 
acercamiento a su consecución.  
La Cooperación Reforzada fue introducida en el Tratado de Ámsterdam en el año 
1997. El artículo 20 del Tratado de la Unión Europea dispone: 
1. Los Estados miembros que deseen instaurar entre sí una cooperación 
reforzada en el marco de las competencias no exclusivas de la Unión podrán 
hacer uso de las instituciones de ésta y ejercer dichas competencias aplicando 
las disposiciones pertinentes de los Tratados, dentro de los límites y con arreglo 
a las modalidades contempladas en el presente artículo y en los artículos 
326 a 334 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea. 
La finalidad de las cooperaciones reforzadas será impulsar los objetivos de la 
Unión, proteger sus intereses y reforzar su proceso de integración. Las 
                                                             
14 La doctrina administrativista de cara al denominado postulado de la permisión expresa ha ido 
morigerando dicho principio entendiendo que lo “expreso” incluye lo “implícito en lo expreso”, así como 
también aquellos que resulta “inherente” al órgano de cara al principio de especialidad que rige el actuar 
de las personas jurídicas en cuanto a su objeto (Gordillo, 1998: Cassagne, 1998, Comadira 1996, entre 
otros). 
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cooperaciones reforzadas estarán abiertas permanentemente a todos los 
Estados miembros, de conformidad con el artículo 328 del Tratado de 
Funcionamiento de la Unión Europea. 
2. La decisión de autorizar una cooperación reforzada será adoptada por el 
Consejo como último recurso, cuando haya llegado a la conclusión de que los 
objetivos perseguidos por dicha cooperación no pueden ser alcanzados en un 
plazo razonable por la Unión en su conjunto, y a condición de que participen en 
ella al menos nueve Estados miembros. El Consejo se pronunciará con arreglo al 
procedimiento establecido en el artículo 329 del Tratado de Funcionamiento de 
la Unión Europea. 
3. Todos los miembros del Consejo podrán participar en sus deliberaciones, 
pero únicamente participarán en la votación los miembros del Consejo que 
representen a los Estados miembros que participan en una cooperación 
reforzada. Las modalidades de la votación se establecen en el artículo 330 del 
Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea. 
4. Los actos adoptados en el marco de una cooperación reforzada 
vincularán únicamente a los Estados miembros participantes. Dichos actos no se 
considerarán acervo que deban aceptar los Estados candidatos a la adhesión a 
la Unión. 
Como puede apreciarse de la lectura de la norma transcripta el mecanismo representa 
la posibilidad de alcanzar una mayor integración para algunos países (al menos 
nueve) en forma transparente y democrática pues permite a los no participantes estar 
informados  de lo que ocurre y si lo desean pueden adherirse cuando lo estimen 
oportuno. Se trata de un sistema que queda sometido a los órganos de la Unión 
(Consejo y Parlamento), permitiendo a los Estados avanzar a gran velocidad en 
algunos ámbitos. 
No obstante sus aparentes bondades, es recién en el año 2010 que se encuentran 
propuestas concretas: divorcio y separación judicial (participan 17 Estados); Patente 
Unitaria Europea (aprobada aún sin ratificar por varios Estados miembros); impuesto a 
las transacciones financieras (en fase de estudio) y derechos de propiedad para 
matrimonios (pendiente de aprobación). 
A nuestro modo de ver la audacia de la Unión Europea estuvo en detectar que su 
inclusión y regulación permitirían coadyuvar al fin último de la propia Unión: conseguir 
mayor integración, pues conduce a sortear el problema nacido de la diversidad 
existente entre los países integrantes al dejar que exista una “integración” (Estados 
que adhieran a una determinada Cooperación Reforzada) dentro de otra “integración” 
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(Unión Europea), pero al mismo tiempo dejando en claro que debe acudirse a ella 
como último recurso y no como un mecanismo para sortear la oposición de aquellos 
países disidentes. 
Entre sus ventajas se encuentran el constituir un método de desbloqueo, dejar existir 
un grupo de vanguardia compuesto por Estados que progresen y que al mismo tiempo 
“tiren de la integración” ayudando a los “rezagados” a alcanzar la delantera, y, 
fundamentalmente coadyuvar a evitar las integraciones diferenciadas por fuera de la 
Unión (vgr. acuerdos bilaterales). 
Pero no todo son bondades, pues puede ocurrir que su utilización deje estancados a 
los países más débiles, a los recientemente incorporados, desde esa óptica aparece 
como un mecanismo no solidario. A su vez podría darse el supuesto de que se 
celebraran varias Cooperaciones Reforzadas para forjar una política común respecto 
de una misma cuestión (vgr. en materia de protección del medio ambiente), y lo más 
grave es que podría culminar generando el efecto contrario al deseado, es decir, 
menos integración al dejar que la Unión se convierta en un menú en el que cada 
Estado decide en qué participar. 
Lo cierto es que, tal como ha sido puesto de relieve, “los Estados miembros han ido 
acercando sus tradicionales políticas migratorias, fundamentalmente a través de la 
cooperación reforzada, hacia la consecución de un mercado único de trabajo. 
Paralelamente, las instituciones europeas han realizado una labor accesoria, sin 
carácter decisorio ni ejecutivo, correspondiendo el protagonismo a los Ministros de 
Interior y de Justicia, mientras que la Comisión y el Parlamento Europeo han quedado 
como meros órganos consultivos.” (Fernández Rozas, 2005, p.223) 
 
IV. Conclusión 
La consecución de una política migratoria común requiere grandes esfuerzos por parte 
de los países miembros que incluyen la deposición de actitudes egoístas y 
discriminatorias y la atenuación de la  “soberanía nacional”.  
La suscripción de Acuerdos sobre “residencia” entre los Estados si bien fortalecen la 
integración al facilitar la libre circulación de personas no resultan suficiente por sí solos 
-de cara a las sus implicancias y alcances- para tener por configurada la existencia de 
una política migratoria común. 
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El éxito de la política migratoria común se encuentra ligado a su flexibilidad. 
El mecanismo “Cooperación reforzada” ha permitido en la Unión Europea profundizar 
la integración entre los países que avanzaron en su utilización al coadyuvar a la 
superación de los problemas originados en la diversidad existente entre los países que 
la integran, siendo conveniente que el MERCOSUR avance incorporando dicho 
mecanismo. 
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